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Resumen 
Hace algún tiempo, el gobierno colombiano ha venido implementando mecanismos 
orientados a la reparación de las víctimas del conflicto armado. Como parte de este proceso, 
se han incorporado nuevas entidades de orden nacional y territorial dentro de la estructura 
del Estado. Un ejemplo de ello lo constituyen la Unidad para las víctimas y la Unidad de 
Restitución de Tierras, entidades ambas que buscan favorecer los procesos de reconocimiento 
y reparación.  
Pese a lo anterior, raramente se suele incluir a los miembros de la fuerza pública como 
víctimas del conflicto armado. Esta ausencia de reconocimiento ha devenido en un vacío 
legal y conceptual con respecto al tratamiento que se le debe dar a los perjuicios y/o 
afectaciones de las que ha sido objeto esta población en medio de un conflicto armado en el 
que, además, son actores.  
A través de un análisis detallado de la definición conceptual del término “víctima” así como 
la interpretación del contenido de la Ley 1148 -Ley de víctimas-, este artículo de reflexión 
busca encontrar elementos que permitan incluir a los miembros de las fuerzas armadas 
colombianas como víctimas del conflicto armado. Además, también se discute la aplicación 
del concepto de reparación vs indemnización laboral. 
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Abstract 
The Colombian government has been implementing mechanisms aimed at repairing the 
victims of the armed conflict, for a while now. As part of this process, new entities have been 
incorporated into the structure of the State. An example of this is the creation of the Victims 
Unit and the Land Restitution Unit as both are entities that seek to promote recognition and 
reparation processes. 
Despite this, members of the security forces are rarely included as victims of the armed 
conflict. This lack of recognition has resulted in a legal and conceptual vacuum with respect 
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to the treatment that should be given to the damages and / or affectations that this population 
has been subjected to in the middle of an armed conflict in which, in addition, they are actors.  
Through a detailed analysis of the definition of the term “victim” as well as the interpretation 
of the content of Law 1148 -Victims Law-, this article for reflection seeks to find elements 
that allow to refer to the members of the Colombian armed forces as victims of the armed 
conflict. In addition, the application of the concept of reparation vs. worker's compensation 
is also discussed. 
 
Key words: Colombia, Armed Conflict, Post-Agreement, Victims, Comprehensive 
Reparation. 
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Introducción 
En términos de tratamiento a las víctimas, la Ley de Víctimas -Ley 1148 de 2011- re presenta 
un hito dentro del paradigma legal de atención a las víctimas del conflicto armado 
colombiano. Por un lado, esta ley parte de un reconocimiento a la diversidad y 
heterogeneidad de la población de víctimas, mientras que, por otro, admite la necesidad de 
una reparación integral e igualmente variada. Precisamente, estas dos características 
permitieron que se construyera un eje de acción transversal dentro de la institucionalidad 
colombiana donde se reconocen derechos propios y exclusivos de las víctimas -reparación, 
verdad, resarcimiento, entre otros- así como acceso diferencial y prioritario a ciertos 
servicios. (Palou-Loverdos, 2018). 
Justamente, como parte de este proceso de reconocimiento y reparación la Ley1148 
contempla la restitución de tierras como uno de sus ejes de acción centrales. Este proceso 
consiste en devolver a las victimas aquellos predios que fueron despojados o abandonados 
por razones asociadas de manera directa o indirecta al conflicto armado. Como lo advierte 
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Calderón (2016), la restitución de tierras constituye una oportunidad para resarcir el daño 
material y emocional causado a las víctimas para que, de la mano de otras herramientas 
proporcionadas por la misma ley, se logre devolver a las víctimas a una condición lo más 
parecida a aquella poseída antes de que se produjera la vulneración de sus derechos.  
Sin duda algo, la Ley de Victimas se ha erigido como un logro del legislador y del estado en 
general. Esta propuesta normativa logró un diálogo fluido entre los principios 
constitucionales y los estándares del derecho internacional y del Sistema interamericano de 
Derechos Humanos (en adelante SIDH) al posicionar al Estado como principal responsable 
del proceso de reparación integral. (Rettberg, 2015).   
Teniendo en cuenta lo anterior, esta investigación se pregunta por el alcance que pudiera 
tener la Ley de Víctimas para cobijar a miembros de las fuerzas militares; particularmente en 
lo que respecta al concepto de reparación integral y todas las esferas que esta implica -
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y no repetición-. Es importante 
mencionar que esta investigación parte de una premisa que no se pone en duda: existen 
miembros de la fuerza pública que pueden ser considerados víctimas del conflicto armado y, 
por tanto, deberían contar con todas las garantías de las demás poblaciones contempladas en 
la ley 1148. Nuestra pregunta, entonces, no se orienta hacía la cualificación o no de los 
miembros de las fuerzas armadas como víctimas, sino a la posibilidad de extender la 
aplicación de la Ley de Víctimas a esta población. En ese sentido, la pregunta de 
investigación se formula de la siguiente manera: ¿Son suficientes los aspectos que contempla 
la Ley de Victimas respecto de la reparación de miembros de la fuerza pública considerados 
como víctimas del conflicto armado? 
Por último, en lo que respecta a la metodología, este artículo opta por una metodología de 
tipo cualitativa-descriptiva que utiliza la hermenéutica jurídica como técnica de análisis e 




1. La Ley de víctimas en el ordenamiento jurídico colombiano.  
Para hablar de la Ley de Víctimas es preciso entender que las dinámicas sociales que 
caracterizan al país fueron construidas a partir de una larga historia de conflicto social y 
armado. En este sentido, la historia de la violencia en Colombia puede rastrearse desde los 
enfrentamientos bipartidistas de los años 40, pasando por el surgimiento de las guerrillas 
campesinas en la década de los 60 y el auge del paramilitarismo y el narcotráfico hacía finales 
de los 90 e inicios del 2000- (Calderón, 2013).  
Entendiendo que la intensión no es realizar un recuento histórico detallado, sino centrarnos 
en la diversidad de actores armados y sociales que se han visto involucrados y confrontados 
a lo largo de los años, para entender la diversidad de víctimas que, lamentablemente, han ido 
emergiendo paralelamente. (Borja, 2009) Precisamente, Feria (2006) define el concepto de 
víctima como la parte que, dentro de un conflicto, se ve afectada física o psicológicamente a 
partir de un hecho acontecido que, generalmente, es cometido por la otra parte. A esta 
definición es necesario agregarle que, cuando dicha afectación se produce en el marco de un 
Estado Social de Derecho, se habla de una vulneración o violación de derechos.  
Entonces, es allí donde el concepto de reparación nace como una necesidad de restablecer 
los derechos vulnerados de las víctimas. Justamente, el Derecho Internacional se encarga de 
establecer los estándares de juzgamiento y protección de aquellos que han sido considerados 
como derechos humanos; es decir, derechos intrínsecos a la condición misma de ser persona. 
Como lo propone Barrera (2017) la noción de reparación integral que se ha desarrollado 
desde la legislación internacional impone a los Estados la obligación de generar las 
herramientas necesarias para garantizar de manera efectiva que los procesos de reparación a 
victimas cumplan con todos los criterios de verdad, satisfacción, restitución, justicia, entre 
otros.  
Al respecto, vale la pena mencionar que, desde el Sistema Interamericano de Derechos -
SIDH- del cual hace parte el Estado colombiano se han generado unos pronunciamientos 
sobre el contenido del concepto de reparación integral que, como indica Calderón (2013), en 
síntesis, reconocen la multidimensionalidad del concepto de reparación en sí mismo. A partir 
de lo anterior, la reparación integral implica medidas de investigación, restitución de 
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derechos, rehabilitación mental y física, juzgamiento de los hechos, entre otras medidas, que 
se consolidan de acuerdo con el caso concreto.  
Ahora bien, en el marco del ordenamiento jurídico interno, el Congreso de la República ha 
expedido dos leyes que, en el marco de negociaciones con actores armados, tenían como 
objetivo principal la reparación integral de víctimas. La primera ley es la Ley 975 de 2005, 
también conocida como Ley de Justicia y Paz, y la segunda es la ley 1448 de 2011 o Le Ley 
de Víctimas.  
En lo que respecta a la Ley de Justicia y Paz, esta fue el producto de las negociaciones del 
expresidente Álvaro Uribe Vélez con varios grupos paramilitares, y estuvo orientada a 
regular el proceso de desarme, desmovilización y posteriores planes de reincorporación de 
excombatientes de grupos armados ilegales. Así mismo, y pese a las duras críticas recibidas, 
la ley 975 también se ocupó de la reparación y búsqueda de la verdad para personas víctimas 
del accionar de estos grupos (Plata, 2012).  
Por su parte, la Ley de Victimas surge en el marco de las negociaciones de paz llevadas a 
cabo entre el gobierno nacional y la guerrilla de las FARC-EP. Sin entrar en detalles, puede 
afirmarse que esta ley buscó el reconocimiento de las víctimas del conflicto armado interno 
así como el establecimiento de lineamientos de atención, asistencia y reparación a las 
mismas.  
En el artículo terceo de esta ley se establece que serán reconocidas como víctimas todas las 
personas que sufrieron algún tipo de daño en su esfera individual o colectiva por hechos 
asociados al conflicto armada ocurridos a partir del 1o de enero de 1985. Aunque el principal 
motivo para marcar un límite en el tiempo responde a razones prácticas, también es verdad 
que el establecimiento de esta fecha implica un ejercicio de reconocimiento de la existencia 
de un conflicto armado interno en Colombia por parte del Estado y su institucionalidad. 
(Ceballos, 2014). 
Precisamente, la Corte Constitucional señalo que la limitación temporal no era un hecho que 
fuese desproporcionado ya que se estaba considerando un periodo histórico donde 
acontecieron el mayor número de hechos victimizantes y en consecuencia donde se 
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produjeron daños a la mayor cantidad de personas (Corte Constitucional, Sentencia C-250 de 
2012).  
Esta ley representa un hito en tema de reconocimiento de víctimas y reparación porque por 
primera vez en la historia nacional se delimita quienes son víctimas en Colombia y los medios 
de reparación para restablecer sus derechos humanos, utilizando el marco normativo de 
derechos humanos y derecho internacional. (Martínez y Pérez, 2012). 
Sin embargo, la Ley de Víctimas no estuvo exenta de retos y desafíos durante su desarrollo 
e implementación; de hecho, uno de los mayores retos que tenía era trascender el fenómeno 
de centralización institucional y lograr una cobertura a nivel nacional. Sin embargo, la 
creación de instituciones como la Unidad de Victimas y la Unidad de Restitución de Tierras 
conformaron lo que muchos autores denominan “andamiaje institucional”; un conglomerado 
gubernamental que resultó fundamental para asegurar la presencia territorial en varias 
regiones del país.  
Sumado a lo anterior, la ley 1448 de 2011 permitió la caracterización de una población que, 
hasta entonces, había permanecido en las sombras. A través del registro, sistematización y 
análisis de la información recopilada a nivel central y en los territorios, por primera vez 
después de 60 años de conflicto armado interno, las víctimas tuvieron necesidades y 
características concretas; tuvieron un rostro. A esta caracterización sobrevino un 
fortalecimiento de la capacidad técnica en atención y reparación integral. (Rettberg, 2015).  
Por su parte, otros autores (Santos, 2012) rescatan el ejercicio de unificación y 
sistematización jurídica que la ley representó en materia de atención y reparación a víctimas 
del conflicto armado; llegando a convertirse en el marco legal que, por defecto, regula una 
amplia gama de asuntos que hasta el momento habían sido ignorados o tratados parcialmente. 
Pese a lo anterior y más allá del hito que representó esta ley, lo que resulta interesante y 
acertado para el objetivo que se plantea este artículo, es la interpretación diversa y 
multidimensional sobre el concepto de víctima que esta ley propone y que muchos autores 
han recatado. Por ejemplo, para Guglielmucci (2017), el concepto de víctima es una categoría 
socialmente construida e históricamente situada que, por tanto, puede variar en el tiempo 
dependiendo de factores políticos, culturales y económicos. En este sentido, como cualquier 
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concepto que empiece a ser parte del lenguaje institucional, gubernamental y jurídico, su 
definición está dada en el marco de relaciones de poder y contexto político. Son los actores 
involucrados en estas relaciones quienes, finalmente, determinan quién y bajo qué 
condiciones, puede ser reconocido como víctima. 
Ahora bien, para efectos del presente artículo se adoptará la definición establecida en el 
artículo 3 de la Ley 1448 de 2011 que ya se ha mencionado, por considerar que es el más 
acertado en los términos planteados por el Derecho Internacional Humanitario y Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. Además, se está de acuerdo con la necesidad de 
establecer un periodo de tiempo determinado a partir del cual juzgar y dar tratamiento a los 
acontecimientos ocurridos en el marco del conflicto armado interno.  
En lo que concierne al lugar que se le ha dado a los miembros de la fuerza pública y 
entendiendo que es el interés principal que mantiene este artículo, es evidente que, tal como 
fue planteada, la Ley de Víctimas no reconoce a esta población como tal y, por tanto, los 
mecanismos de atención y reparación allí plantados no responden a sus características y 
necesidades particulares. En el siguiente apartado, se abordará esta situación.  
 
2. Fuerzas armadas como víctimas del conflicto armado 
Ya se ha aclarado que no es intensión de este artículo discutir si los miembros de las fuerzas 
armadas pueden o no ser considerados víctimas del conflicto armado, sino más bien, de qué 
manera podrían ser incluidos en el actual marco normativo, partiendo del supuesto de que 
son víctimas con características particulares. Para ello, es fundamental abordar el concepto 
de justicia transicional.  
En este sentido, la justicia transicional es definida como una alternativa jurídica de resolución 
de conflictos en el marco de un conflicto armado con la intensión de superar el estado de 
conflictividad y violación de derechos humanos para alcanzar un estado de paz, brindando 
garantías a todas las partes involucradas, pero, sobre todo, asegurando la no repetición y el 
acceso a la verdad por parte de las víctimas. (Velásquez, 2018)  
Tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en diferentes jurisprudencias, como la 
Organización de Naciones Unidas a través de varios informes, han sido enfáticos al afirmar 
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que los mecanismos y soluciones alternas que se presenten dentro de la justicia transicional 
no deben constituir una forma de impunidad ni tener como fin amnistiar graves violaciones 
a los Derechos Humanos. Por lo anterior, este tipo de espacios deben plantearse otorgando 
prioridad a los derechos de las víctimas y no a los actores que generaron el perjuicio. 
Sin embargo, parte del éxito de cualquier proceso de paz, implica preguntarse por los efectos 
y daños generados en los actores armados que se vieron involucrados en el conflicto, así 
como su tratamiento e intervención. En este caso puntual, nos interesa preguntarnos por los 
efectos negativos que se pudieron producir en los miembros de las fuerzas militares durante 
60 años de guerra y, de qué manera, esta población tiene cabida o no en la definición de 
víctima que ofrece la Ley 1448 de 2011, así como en los mecanismos de atención y 
reparación establecidos en la misma. 
Como ya se mencionó, la ley en cuestión considera victimas a las personas que hayan sufrido 
un daño tanto en su ámbito individual como colectivo por hechos asociados al conflicto 
armado ocurridos a partir del primero de enero de 1985. Así mismo, el parágrafo primero de 
la misma ley menciona a la fuerza pública, incluyéndola por primera vez como beneficiario 
dentro de los procesos de reparación; sin embargo, este parágrafo también establece que 
dicha reparación se limita a las medidas de satisfacción y no repetición, a la vez que advierte 
que su reparación económica corresponde exclusivamente al régimen especial del que gozan 
como miembros de la fuerza pública.  
Por su parte, la ONU (2005) en el documento “Principios y directrices básicos sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas a las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario” ofrece una 
definición mucho más amplia de víctima afirmando que se reconocerá como víctima a toda 
persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente (incluyendo lesiones físicas o 
psicológicas, pérdidas materiales o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales).  
Por último, en su artículo 5, la Ley 1592 de 2012 define como víctima a la persona que en su 
esfera individual o colectiva sufrió un daño que le causo algún tipo de lesión física, 
psicológica, emocional o incluso material.  
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De las tres definiciones esbozadas anteriormente, vemos que la ley 1592 de 2012 es la que, 
en mayor grado, deja abierta la posibilidad de caracterizar a los miembros de la fuerza pública 
como víctima, ya que esta no presenta condiciones como si lo hace el parágrafo del artículo 
tercero de la ley 1448 de 2011.   Sin embargo, más allá del estudio detenido de cada definición 
y la cabida que los miembros de las fuerzas militares pueden tener allí o no, interesa las 
razones por las cuáles detractores y defensores consideran o no que esta población sea 
reconocida como víctima del conflicto armado. 
Un primer grupo, afirman que, al tener en su poder el monopolio del uso de la fuerza y las 
armas, los militares tienen dentro de las afectaciones previsibles con ocasión a su oficio todas 
aquellas circunstancias que puedan devenir de la confrontación armada, por lo que, según 
este grupo los militares no podrían ser considerados víctimas de conflicto armado 
propiamente dichos.  Sin embargo, con este mismo argumento de fondo, otro grupo de 
autores y estudiosos afirman que, si bien las fuerzas armadas podrían no tener cabida dentro 
de la definición tradicional de víctima, esto no implica que, al sufrir una despersonalización 
en el ejercicio de su labor, no se conviertan en víctimas pasivas dentro de un conflicto en el 
que, al mismo tiempo, y como representantes de un ente superior a ellos – El estado- pueden 
ser actores. Vivian Zamora (2017) es una de sus más reconocidas representantes. 
Adhiriéndose a esta última interpretación, este artículo busca evidenciar la necesidad de que 
los miembros de las distintas instituciones que integran la Fuerza pública sean reconocidos 
como ciudadanos más allá del rol despersonalizado y, muchas veces, deshumanizante, que 
realizan en el ejercicio de su labor. Precisamente, su reconocimiento como seres humanos 
objeto de derechos constitucional e internacionalmente reconocidos representa un paso 
fundamental para trascender el contexto de conflicto armado en el que el país se ha 
encontrado inmerso por más de medio siglo. 
 
3. ¿Reparación integral o indemnización laboral? 
Sí se tienen en cuenta las disposiciones establecidas por la Corte Interamericana de Derechos 
-CID- en materia de reparación integral, se hace evidente que muchas de ellas no pueden 
aplicarse a los miembros de la fuerza pública o, de ser posible, sólo de manera parcial.  
10 
 
En ese sentido, la primera medida de reparación integral identificada por la CID en desarrollo 
de lo dispuesto en la Convención consiste en devolver a la víctima a la situación anterior en 
la que estaba, es decir restituirla al momento previo a la vulneración de sus derechos. 
Al respecto, la sentencia Pacheco Teruel Vs. Honduras menciona que aquellos daños que se 
causen a una persona deben contemplar para su reparación el concepto de plena restitución 
(restitutio in integrum). Este concepto hace referencia a que, teniendo en cuenta las 
particularidades del caso concreto, las autoridades competentes deben ordenar medidas 
orientadas a que la víctima pueda volver a la situación en la que se encontraba antes de que 
se causare el daño (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Pacheco Teruel Vs. 
Honduras, 2012).  
En ese sentido, es preciso advertir que, si bien la restitución implica la devolución de bienes 
materiales o tierras en el caso de que las víctimas se hayan sometido al despojo de estas -
como se ha presentado en Colombia- este concepto también hace referencia a la restitución 
de derechos, la devolución de la identidad, el restablecimientodel núcleo social y familiar, 
entre otros elementos no materiales.  
Respecto de las medidas de reparación integral, la Unidad de Victimas clarifica el tema en la 




Figura 1. Medidas de reparación integral para víctimas. Fuente: Unidad de Victimas 
(2017). 
 
Por otro lado, como segunda medida de reparación integral la CID establece las llamadas 
medidas de rehabilitación. Estas se refieren al tratamiento médico o psicológico necesario 
para aquellos perjuicios causados tanto a la salud física como mental de la víctima. Dicha 
medida se ha ordenado en diversas ocasiones por la CIDH, y propende por una concepción 
integral del concepto de salud.  
Lo anterior quiere decir que, a través de diferentes programas, el Estado se compromete a 
garantizar el bienestar de las víctimas del conflicto armado de manera gratuita.1 En este 
contexto el bienestar es entendido como la amalgama de componentes físicos, emocionales 
y psicológicos que, en constante interrelación, garantizan el correcto desarrollo de todas las 
potencialidades de una persona. Si, por motivos de la situación de conflicto armado, la 
 
1 Por ejemplo: Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Isaza Uribe y otros Vs. Colombia, 2018 
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persona vio afectada dicho equilibrio, es responsabilidad del Estado prestar la atención 
gratuita necesaria para reparar a la víctima.  
Esta segunda medida de reparación está orientada por principios constitucionales y 
convencionales que dictan los lineamientos que guían la acción de la institucionalidad, así 
como las definiciones y/o perspectivas que adopta. (Cubides, 2012)  
En tercer lugar, la CID establece medidas que garanticen la no repetición, a diferencia de las 
anteriores tres, este grupo no se encuentra directamente a la reparación de la víctima como 
tal, sino a la implementación de medidas que eviten que el mismo tipo de hechos 
victimizantes se repitan. Por esta razón, este tipo de medidas suelen incluir ejercicios de 
consciencia, divulgación y memoria. 
Por último, se encuentran las medidas de satisfacción que son aquellas que buscan reconocer 
y devolver la dignidad a las víctimas, en aras de que puedan reorganizar su vida de manera 
digna y efectiva (Rousset, 2011). Este tipo de medidas las constituyen, entre otras, las 
difusiones de ciertas sentencias, el otorgamiento de becas de estudio, los ejercicios públicos 
de memoria, eventos conmemorativos, entre otros. n ejemplo de medidas de satisfacción 
ordenadas por la CIDH se encuentra la difusión de la sentencia, becas de estudio, hechos 
conmemorativos, entre otros. 
Así mismo, las medidas de satisfacción también implican la investigación y esclarecimiento 
de los hechos victimizantes por parte del estado, a fin de imponer las sanciones respectivas a 
los responsables y cumplir con el objetivo último de justicia. 2 Por lo anterior podría afirmar 
que, en síntesis, las medidas de satisfacción buscan devolver los derechos vulnerados de las 
víctimas a través del reconocimiento de la responsabilidad de quienes hayan cometido la 
vulneración (incluso si fue el mismo Estado)  
En el caso que atañe a este artículo, se hace evidente que, de las medidas de reparación 
integral establecidas por al CID, las medidas de rehabilitación son aquellas que resulta más 
acertadas para los miembros de las fuerzas armadas, si se tiene en cuenta la definición de 
 
2 Este componente de las medidas de satisfacción es claro en el caso Bamaca Vs. Guatemala desarrollado 
por la CIDH en el año 2000 
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víctima pasiva que ya se ha mencionado. Precisamente sobre este tema versará el último 
apartado de este artículo. 
 
3.1 Indemnizaciones a miembros de la fuerza pública victimas del conflicto armado: 
Para hablar de rehabilitación como medida de reparación aplicable a los miembros de la 
fuerza pública que han sido definidos como víctimas pasivas del conflicto armado, es 
obligatorio abordar el tema de la indemnización económica regulada por un régimen especial 
desarrollado en los decretos 094 de 1989 y 1796 de 2000. 
En este sentido, para el proceso de reparación de las víctimas del conflicto armado que han 
sufrido desplazamiento y despojo, Colombia ha adoptado las medidas y recomendaciones 
contenidas en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en virtud 
del control de convencionalidad, que ha sido el mecanismo concreto a través del cual se han 
recogido las disposiciones del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (Cubides & 
Vivas, 2012). 
Sin embargo, en el caso de los miembros de las fuerzas armadas, la reparación se ha 
concretado en normas específicas que no le otorgan al status de víctima que se ha venido 
esbozando a lo largo de este documento.  
Al respecto, la Corte Constitucional ha mencionado que, si bien se debe reconocer la 
existencia de unos perjuicios y afectaciones a las que se ven expuestos los miembros de la 
fuerza pública, estos se producen como consecuencia de su rol mismo y, en esta medida, la 
reparación -cuando haya lugar- debe plantearse en términos de indemnización económica. 
Lo anterior en virtud del vínculo laboral que tienen estos con el Estado (Corte Constitucional, 
Sentencia C-161 de 2016).  
En este sentido, para la Corte, esas indemnizaciones se encuentran enmarcadas en el régimen 
salarial y prestacional de los miembros de las fuerzas armadas y no hay lugar a una reparación 
propiamente dicha, ya que, a diferencia del civil que se ve inmerso en una situación 
victimizante de manera forzada, el militar asume libre y voluntariamente los daños o 
perjuicios que llegue a sufrir como riesgos propios a su labor. Riesgos que han sido 
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contemplados por el legislador al momento de definir el régimen prestacional y salarial que 
los cobija.  
Como en efecto lo menciona el Consejo de Estado (2009): 
(…) con el personal de las fuerzas armadas que se vincula de manera 
voluntaria en virtud de una relación legal y reglamentaria, como sucede, por 
vía de ejemplo, con el personal de Soldados Voluntarios, Soldados 
Profesionales, Suboficiales y Oficiales, porque al elegir su oficio consienten 
su incorporación y asumen los riesgos inherentes al mismo, a su turno, la 
Entidad estatal brinda la instrucción y el entrenamiento necesario para el 
adecuado desempeño de sus funciones, por consiguiente, si se concreta el 
riesgo que voluntariamente asumieron se genera la llamada por la doctrina 
francesa indemnización a forfait 
En esa medida, es claro que si bien puede concretarse un daño sufrido por parte de los 
miembros de la fuerza pública por un hecho devenido del conflicto armado, el mismo se 
enmarcará en un régimen indemnizatorio a partir de lo que han dispuesto las normas 
correspondientes, y no en el marco legal que regula la reparación de víctimas propiamente 
dicha. 
Conclusiones 
Como se ha observado a lo largo del artículo, como cualquier conflicto que adquiere una 
expresión armada, el conflicto en Colombia ha dejado una estela de dolor y muerte que 
trasciende la perspectiva confrontacionista. A pesar de la innegable existencia de pugnas de 
poder y conflictividades de interés y clases que subyacen al enfrentamiento armado, cuando 
se aborda el tema de víctimas, estas diferencias sueles encontrar un punto en común innegable 
y doloroso: la existencia de daños y violaciones de derechos que han alterado la realidad de 
esa persona.  
En este aspecto, es indudable que la Ley de Víctimas representó un hito en términos de 
reconocimiento y reparación de las víctimas del conflicto armado colombiano. Además, de 
la mano con los estándares y lineamientos otorgados desde el Derecho Internacional 
Humanitario, esta ley ha permitido entender la reparación de manera integral; esto quiere 
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decir, como un proceso que trasciende el ámbito económico o psicológico-individual 
individual, y que implica un ejercicio colectivo y público de memoria, verdad y 
reconocimiento. 
En el caso de los miembros de las fuerzas armadas, el reconocimiento, estudio y tratamiento 
de las secuelas producidas por su participación en el conflicto armado colombiano ha sido 
un tema poco estudiado dentro de la academia nacional, y sobre el que se ha adoptado una 
perspectiva netamente economicista desde el ordenamiento jurídico. Estas ausencias han 
dejado grandes vacíos en el tratamiento y la rehabilitación integral de la salud (física y 
mental) de los miembros de la fuerza pública. Esta tendencia podría encontrar su explicación 
en un fenómeno de deshumanización del militar, donde su componente humano se ve diluido 
en el rol que desempeña y la imagen institucional que representa.  
Precisamente, por el vínculo jurídico  que los miembros de las fuerzas militares tienen con el 
Estado, la reparación no se ha entendido de manera integral como ha sucedido con la Ley de 
Víctimas para la población considerada como víctima, sino que ha adquirido una enfoque 
meramente indemnizatorio cobijado por un régimen especial que también niega la 
multidimensionalidad del daño o riesgo.  
No obstante, se evidenció que, en alguna jurisprudencia emitida por el Consejo de Estado, 
este ha admitido que es posible que se reconozca como víctimas a miembros de las fuerzas 
armadas que hayan sufrido daños en el marco del conflicto armado, alegando procesos de 
responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado. En estos casos, los fallos e han 
orientado a la fijación de montos de reparación que se encuentran fuera de lo establecido en 
las normas que regulan el vínculo del miembro de la fuerza armada con el Estado.  
Pese a esto, de nuevo y pese al reconocimiento de daños y/o perjuicios no contemplados por 
la ley, el tratamiento que se le da adquiere un enfoque de indemnización laboral que no tiene 
en cuenta otro tipo de afectaciones no materiales y que, por tanto, no resulta integral ni 
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